
CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL 101/2021 
 

ACTOR: MUNICIPIO DE PUENTE DE IXTLA, 
ESTADO DE MORELOS 
 

SUBSECRETARÍA GENERAL DE ACUERDOS 
 

SECCIÓN DE TRÁMITE DE CONTROVERSIAS 
CONSTITUCIONALES Y DE ACCIONES DE 
INCONSTITUCIONALIDAD 

 
En la Ciudad de México, a treinta de agosto de dos mil veintiuno, se da cuenta al 
Ministro Luis María Aguilar Morales, instructor en el presente asunto, con el 
expediente de la controversia constitucional al rubro indicada, promovida por 
Verónica Torres Rebollar, quien se ostenta como Síndica del Municipio de Puente 
de Ixtla, Estado de Morelos, presentada el trece de agosto del año en curso 
mediante buzón judicial, registrada el mismo día en la Oficina de Certificación 
Judicial y Correspondencia de este Alto Tribunal y turnada conforme al auto de 
radicación de dieciocho siguiente. Conste. 

 
Ciudad de México, a treinta de agosto de dos mil veintiuno. 
 
Vistos el escrito de demanda y los anexos de quien se ostenta como Síndica 

del Municipio de Puente de Ixtla, Estado de Morelos, se acuerda lo siguiente. 
 
La controversia constitucional es promovida en contra de los poderes 

Legislativo y Ejecutivo, del Secretario de Gobierno, del Pleno del Tribunal de 
Justicia Administrativa, de la Segunda Sala del Tribunal de Justicia Administrativa, 
así como de la Secretaría de la Contraloría de Gobierno, todos de la citada 
entidad federativa, impugnando lo siguiente. 

 
“LA NORMA GENERAL O ACTO CUYA INVALIDEZ SE DEMANDE, ASÍ 
COMO, EN SU CASO, EL MEDIO OFICIAL EN QUE SE HUBIERE 
PUBLICADO: 
1. Del CONGRESO DEL ESTADO DE MORELOS, se demanda la 
invalidez del Decreto número 2193, aprobado en sesión ordinaria de fecha 
trece de julio de dos mil diecisiete; y que fue publicado en el Periódico Oficial 
ʻTierra y Libertadʼ número 5514 de fecha 19 de Julio de 2017, de la Ley de 
Justicia Administrativa del Estado de Morelos, en su artículo 91, relativa a la 
declaración el magistrado instructor de determinar el desacato de una 
autoridad frente al cumplimiento de una determinación del Tribunal de Justicia 
Administrativa del Estado de Morelos, y facultándolo para emitir la destitución 
e inhabilitación por UN año para desempeñar cualquier cargo, empleo o 
comisión dentro del servicio público estatal o municipal, el cual resulta 
incongruente en una interpretación de la propia norma administrativa en su 
artículo 11 fracción V, aunado a que contraría los preceptos constitucionales 
de integración y autonomía municipal salvaguardados por nuestro pacto 
federal en el artículo 115; así como su parte relativa a la iniciativa, aprobación, 
expedición y promulgación, de la Ley de Justicia Administrativa del Estado de 
Morelos, en su artículo 11 fracción V, en lo que respecta a la facultad-
excesiva e invasiva competencialmente- para determinar la destitución por 
pleno de un servidor público electo mediante el sufragio efectivo popular; lo 
que causa agravios directos en perjuicio de este Ayuntamiento actor de 
Puente de Ixtla, Morelos. 
2. Del GOBERNADOR DEL ESTADO DE MORELOS, se demanda la 
invalidez del Decreto Promulgatorio del Decreto número 2193, publicado en el 
Periódico Oficial ʻTierra y Libertadʼ número 5514, de fecha 19 de Julio de 
2017. 
3. Del SECRETARIO DE GOBIERNO DEL PODER EJECUTIVO DEL 
ESTADO DE MORELOS.- se demanda la invalidez de la publicación del 
decreto número 2193, mismo que fuera publicado en el Periódico oficial 
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ʻTierra y Libertadʼ órgano de difusión del Gobierno del Estado de Morelos 
número 5514 de fecha 19 de Julio de 2017. 
4. DEL PLENO DEL TRIBUNAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA DEL 
ESTADO DE MORELOS Y DE LA SEGUNDA SALA DEL TRIBUNAL DE 
JUSTICIA ADMINISTRATIVA DEL ESTADO DE MORELOS. 
Primera Sala del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Morelos. 
Segunda Sala del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Morelos.  
Tercera Sala del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Morelos. 
Cuarta Sala Especializada en Responsabilidades Administrativas del Tribunal 
de Justicia Administrativa del Estado de Morelos. 
Quinta Sala Especializada en Responsabilidades Administrativas del Tribunal 
de Justicia Administrativa del Estado de Morelos. 
Se demanda la invalidez de la ILEGAL RESOLUCIÓN DE FECHA 16 DE 
JUNIO DE 2021, DICTADO DENTRO DEL ADMINISTRATIVO NÚMERO 
TJA/2ªS/475/16, radicado al índice de la SEGUNDA SALA DEL TRIBUNAL 
DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA DEL ESTADO DE MORELOS, EN EL CUAL 
RESUELVEN LA INMEDIATA DESTITUCIÓN E INHABILITACIÓN POR UN 
AÑO DEL PRESIDENTE, SINDICO [sic], E INTEGRANTES DEL CABILDO, 
TODOS DEL AYUNTAMIENTO DEL MUNICIPÍO [sic] DE PUENTE DE IXTLA, 
MORELOS, así como de los EN TÉRMINOS LA ARBITRARIA APLICACIÓN 
DE LOS ARTÍCULOS 11 FRACCIÓN V Y 91 FRACCIÓN III, DE LA LEY DE 
JUSTICIA ADMINISTRATIVA DEL ESTADO DE MORELOS, QUE ES LA 
DESTITUCIÓN E INHABILITACIÓN DEL PRESIDENTE, SINDICO [sic] E 
INTEGRANTES DEL CABILDO DEL MUNICIPIO DE PUENTE DE IXTLA 
MORELOS, esto en razón de que existe invasión de competencia por parte 
del tribunal señalado como autoridad demandada y el órgano Legislativo 
Estatal pues tal y como dispone la carta magna y la particular del estado [sic] 
de Morelos, solamente un órgano Legislativo estatal, mediante los 
procedimientos establecidos para tal efecto puede llevar a cabo y ejecutar la 
destitución e inhabilitación de los CC. Mario Ocampo Ocampo, Verónica 
Torres Rebollar, Ing. Cristóbal Acevedo Aguirre, Ramiro Macedo Domínguez, 
Lic. Israel Alemán Cárdenas, Rubén Morales Ozaeta, y Gilberto Rojas 
Cárdenas, en sus respectivos caracteres de Presidente Municipal 
Constitucional, Sindico [sic] Propietario, Regidor de Asuntos Migratorios 
Gobernación y Reglamentos, Turismo y Derechos Humanos, Regidor de 
Coordinación de Organismos Descentralizados, Planificación y Desarrollo, y 
Protección al Patrimonio Cultural, Regidor de Educación Cultura y 
Recreación, Relaciones Públicas y Comunicación Social, Igualdad y Equidad 
de Género, Regidor de Asuntos de la Juventud, Protección Civil, Protección 
Ambiental, Desarrollo Sustentable y Desarrollo Económico, y Regidor de 
Bienestar Social, Asuntos Indígenas, Colonias y Poblados, Ciencia, 
Tecnología e Innovación.  
La aplicación y/o ejecución, en sus respectivas esferas de competencia, de la 
Ley de Justicia Administrativa del Estado de Morelos, en sus artículos 11 
fracción V y 91 fracción III de la Ley de Justicia Administrativa del Estado de 
Morelos, relativa a la declaración del magistrado instructor para determinar 
que un servicio público incurrió en desacato, procedimiento a su destitución e 
inhabilitación hasta por UN año para desempeñar cualquier otro empleo, 
cargo o comisión dentro del servicio público estatal o municipal, el cual en 
primer término es incongruente con la propia Ley de la materia en su artículo 
11 fracción V, y principalmente viola el artículo 115 de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos. 
Todos los actos de aplicación y/o ejecución que pretendan darle en adelante 
al artículo 91, de la Ley de Justicia Administrativa del Estado de Morelos, 
relativa a la declaración del magistrado instructor para determinar que un 
servidor público incurrió en desacato, procediendo a su destitución e 
inhabilitación hasta por UN año para desempeñar cualquier otro empleo, 
cargo o comisión dentro del servicio público estatal o municipal. En primer 
orden de acuerdo a la propia ley, es incongruente ya que en su artículo 11 
fracción V, menciona que para determinar la destitución de los funcionarios 
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elegidos por el principio de elección popular se necesita el pleno, 
sin embargo, los dos son contradictorios y violatorios con el 
artículo 115 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, como se expondrá posteriormente.  
SECRETARIA [Sic] DE LA CONTRALORIA DEL GOBIERNO 
DEL ESTADO DE MORELOS. De la cual se demanda el 
registro correspondiente de la inhabilitación y destitución, en el 
libro de Gobierno de la Dirección General de Responsabilidades 
y Sanciones Administrativas, así como en la base de datos de 

inhabilitados y sancionados, y una vez que entre en funcionamiento la 
Plataforma Digital Nacional transfieran los registros que hayan realizado a la 
misma.”. 
 
De la lectura integral de la demanda se advierte que el Municipio de Puente 

de Ixtla, Estado de Morelos, controvierte los artículos 11, fracción V, y 91, fracción 
III, de la Ley de Justicia Administrativa del Estado de Morelos, con motivo de la 
resolución de dieciséis de junio de dos mil veintiuno, emitida en el expediente 
TJA/2ªS/475/16, por el Pleno del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de 
Morelos, en la cual se ordenó la destitución e inhabilitación por un año del 
Presidente; Síndico; Regidor de Asuntos Migratorios Gobernación y Reglamentos, 
Turismo y Derechos Humanos; Regidor de Coordinación de Organismos 
Descentralizados, Planificación y Desarrollo, y Protección al Patrimonio Cultural; 
Regidor de Educación, Cultura y Recreación, Relaciones Públicas y 
Comunicación Social, Igualdad y Equidad de Género; Regidor de Asuntos de la 
Juventud, Protección Civil, Protección Ambiental, Desarrollo Sustentable y 
Desarrollo Económico y Regidor de Bienestar Social, Asuntos Indígenas, Colonias 
y Poblados, y Ciencia, todos del referido municipio. 

 
Pues bien, de acuerdo con lo establecido en el artículo 251 de la Ley 

Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, el Ministro instructor en una controversia 
constitucional puede válidamente desecharla de plano si advierte la existencia de 
una causa manifiesta e indudable de improcedencia y, en el caso, respecto de la 
impugnación de las citadas normas generales, se actualiza la causal 
prevista en el artículo 19, fracción VII2, en relación con el artículo 21, 
fracción II3, de la citada ley. 

 
En efecto, de conformidad con el artículo 21, fracción II, de la Ley 

Reglamentaria de la Materia, el plazo para promover una controversia 
constitucional cuando se impugnen normas generales es de treinta días, contado 
a partir del siguiente a la fecha de su publicación o al en que se produzca el 
primer acto de aplicación de la norma que dé lugar a la controversia. 

 
Así, con base en el referido precepto, es dable concluir que los entes, 

poderes u órganos legitimados para promover una controversia constitucional 

 
1 Artículo 25 de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos. El ministro instructor examinará ante todo el escrito de demanda, y si encontrare motivo 
manifiesto e indudable de improcedencia, la desechará de plano. 
2 Artículo 19 de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos. Las controversias constitucionales son improcedentes: […] 
VII. Cuando la demanda se presentare fuera de los plazos previstos en el artículo 21, y […] 
En todo caso, las causales de improcedencia deberán examinarse de oficio. 
3 Artículo 21 de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos. El plazo para la interposición de la demanda será: […] 
II. Tratándose de normas generales, de treinta días contados a partir del día siguiente a la fecha de su publicación, o 
del día siguiente al en que se produzca el primer acto de aplicación de la norma que dé lugar a la controversia, y […]. 
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gozan de una doble oportunidad para cuestionar la constitucionalidad de una 
norma de carácter general, ya que pueden hacerlo con motivo de su publicación o 
del primer acto de aplicación en su perjuicio. 

 
En este orden de ideas, en el caso concreto, aunque la promovente pretenda 

impugnar los artículos 11, fracción V, y 91, fracción III, de la Ley de Justicia 
Administrativa del Estado de Morelos, con motivo de su primer acto de 
aplicación, consistente en la resolución de dieciséis de junio de dos mil veintiuno, 
dictada en el incidente no especificado respecto del incumplimiento de la 
sentencia, dentro de los autos del expediente TJA/2ªS/475/16; lo cierto es que 
estamos en presencia de un acto ulterior o posterior, respecto del cual el Tribunal 
Pleno ha determinado que es improcedente la controversia constitucional, como 
informa la tesis P./J. 121/2006, de rubro: “CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL. 
ES IMPROCEDENTE CONTRA UN SEGUNDO O ULTERIOR ACTO DE 
APLICACIÓN DE LA NORMA GENERAL IMPUGNADA.”4. 

 
Lo anterior se afirma, en virtud de que la parte actora promovió las diversas 

controversias constitucionales 323/2019, 5/2020, 11/2020 y 44/2020 en las que 
controvirtió los referidos preceptos de la Ley de Justicia Administrativa del Estado 
de Morelos, con motivo de la emisión de las resoluciones de treinta de agosto, 
diecinueve y veintisiete de noviembre de dos mil diecinueve, así como de 
veintiocho de febrero de dos mil veinte y dictadas, respectivamente, en los 
expedientes TJA/3As/09/2017, TJA/3ªS/57/2016 y TJA/3ªS/296/2016 y 
TJA/3ªS/81/2016, por la Tercera Sala de Instrucción del Tribunal de Justicia 
Administrativa del Estado, en las que se ordenó la destitución e inhabilitación de 
diversos integrantes del municipio actor. 

 
Lo que se invoca como un hecho notorio, en términos del artículo 885 del 

Código Federal de Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria, en términos 
del numeral 16 de la referida Ley Reglamentaria de la Materia, en relación con la 
aplicación analógica de la tesis P./J. 43/2009, de rubro: “ACCIÓN DE 
INCONSTITUCIONALIDAD. LOS MINISTROS DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN PUEDEN INVOCAR COMO HECHOS NOTORIOS 
LOS EXPEDIENTES Y LAS EJECUTORIAS DICTADAS POR ELLOS EN EL 
TRIBUNAL EN PLENO EN ESE PROCEDIMIENTO.”7. 

 
4 Tesis P./J. 121/2006. Pleno. Novena Época. Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, tomo XXIV, 
noviembre de 2006, página 878. Registro 173937. De texto: “Del artículo 21, fracción II, de la Ley Reglamentaria de 
las Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, se advierte que para 
impugnar normas generales en vía de controversia constitucional es menester que la demanda se interponga dentro 
del plazo de 30 días contados a partir del día siguiente al de su publicación, o del día siguiente al en que se produzca 
el primer acto de aplicación en perjuicio del actor. En consecuencia, es improcedente dicha impugnación si se trata de 
un segundo o ulterior acto de aplicación, una vez transcurrido el plazo de 30 días contados a partir del día siguiente al 
de la publicación de la norma general, pues ello se traduce en una manifestación de voluntad del actor que entraña su 
consentimiento tácito.”. 
5 Artículo 88 del Código Federal de Procedimientos Civiles. Los hechos notorios pueden ser invocados por el 
tribunal, aunque no hayan sido alegados ni probados por las partes. 
6 Artículo 1 de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos. La Suprema Corte de Justicia de la Nación conocerá y resolverá con base en las 
disposiciones del presente Título, las controversias constitucionales y las acciones de inconstitucionalidad a que se 
refieren las fracciones I y II del artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. A falta de 
disposición expresa, se estará a las prevenciones del Código Federal de Procedimientos Civiles. 
7 P./J. 43/2009. Pleno. Novena Época. Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, tomo XXIX, abril de 2009, 
página 1102. Registro 167593. De texto: “Conforme al artículo 88 del Código Federal de Procedimientos Civiles, de 
aplicación supletoria a la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, según su artículo 1o., resulta válida la invocación por el tribunal de hechos notorios, aun 
cuando no hayan sido alegados ni demostrados por las partes. En ese sentido, es indudable que los Ministros de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación, en su calidad de integrantes del Tribunal en Pleno, al resolver las acciones de 
inconstitucionalidad que les han sido planteadas pueden válidamente invocar oficiosamente, como hechos notorios, 
los expedientes y las ejecutorias dictadas en aquéllas, como medios de prueba aptos para fundar una sentencia, sin 
que sea necesaria la certificación de sus datos o el anexo de tales elementos al expediente, bastando con tenerlos a 
la vista, pues se trata de una facultad emanada de la ley que puede ejercerse para resolver la contienda judicial.”. 
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En tales condiciones, al no haberse aplicado por primera vez 

las normas generales ahora impugnadas en la resolución de 
dieciséis de junio de dos mil veintiuno, es evidente que estamos 
en presencia de un acto ulterior, respecto del cual es 
improcedente la controversia constitucional. 

 
En consecuencia, como se adelantó, se desecha la 

demanda de controversia constitucional promovida por el 
Municipio de Puente de Ixtla, respecto de las normas impugnadas, atribuidas 
a los Poderes Legislativo, Ejecutivo, así como al Secretario de Gobierno, 
todos del Estado de Morelos, al actualizarse la causal de improcedencia 
prevista en el artículo 19, fracción VII, en relación con el artículo 21, fracción II, de 
la citada Ley Reglamentaria de la Materia. 

 
Por otro lado, no pasa inadvertido que del escrito de cuenta se desprenden 

las siguientes manifestaciones, […] dentro del acuerdo de fecha 16 de junio de 
2021, dictada por el Pleno del Tribunal de Conciliación y Arbitraje del Estado 
de Morelos, […]. “[…] en el caso concreto no sucedió pues basta acudir al juicio 
de origen para verificar que el Magistrado titular de la Segunda Sala y el Pleno 
del Tribunal Estatal de Conciliación y arbitraje del Estado de Morelos, se 
limitaron a imponer la sanción de destitución e inhabilitación en perjuicio de los 
quejosos […], sin embargo, de la lectura integral de la demanda y sus anexos, se 
advierte que dicha autoridad no guarda relación con los actos aquí impugnados, 
por tanto a efecto de no generar dilación en el trámite del presente asunto, se 
provee.  
 

Con fundamento en los artículos 105, fracción I, inciso i)8, de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, 1 y 11, párrafo primero9, y 2610 de la 
Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 Constitucional, se tiene 
por presentada a la Síndica del municipio actor con la personalidad que ostenta11, 
y se admite a trámite la demanda por lo que hace a la resolución de dieciséis 
de junio de dos mil veintiuno, dictada por el Pleno del Tribunal de Justicia 
Administrativa del Estado de Morelos, en el incidente no especificado 
respecto al cumplimiento de la sentencia dictada en el expediente 

 
8 Artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. La Suprema Corte de Justicia de la 
Nación conocerá, en los términos que señale la ley reglamentaria, de los asuntos siguientes: 
I. De las controversias constitucionales que, sobre la constitucionalidad de las normas generales, actos u omisiones, 
con excepción de las que se refieran a la materia electoral, se susciten entre: […] 
i) Un Estado y uno de sus Municipios; […]. 
9 Artículo 11 de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos. El actor, el demandado y, en su caso, el tercero interesado deberán comparecer a juicio 
por conducto de los funcionarios que, en términos de las normas que los rigen, estén facultados para representarlos. 
En todo caso, se presumirá que quien comparezca a juicio goza de la representación legal y cuenta con la capacidad 
para hacerlo, salvo prueba en contrario. […]. 
10 Artículo 26 de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos. Admitida la demanda, el ministro instructor ordenará emplazar a la parte demandada 
para que dentro del término de treinta días produzca su contestación, y dará vista a las demás partes para que dentro 
del mismo plazo manifiesten lo que a su derecho convenga. 
Al contestar la demanda, la parte demandada podrá, en su caso, reconvenir a la actora, aplicándose al efecto lo 
dispuesto en esta ley para la demanda y contestación originales. 
11 De conformidad con la documental exhibida para tal efecto y en términos del artículo 45, fracción II, de la Ley 
Orgánica Municipal del Estado de Morelos, que establece lo siguiente: 
Artículo 45 de la Ley Orgánica Municipal del Estado de Morelos. Los Síndicos son miembros del Ayuntamiento, 
que además de sus funciones como integrantes del Cabildo, tendrán a su cargo la procuración y defensa de los 
derechos e intereses del Municipio, así como la supervisión personal del patrimonio del Ayuntamiento; tendiendo 
además, las siguientes atribuciones: […]. 
II. Con el apoyo de la dependencia correspondiente del Ayuntamiento, procurar, defender y promover los derechos e 
intereses municipales; representar jurídicamente a los Ayuntamientos en las controversias administrativas y 
jurisdiccionales en que éste sea parte, pudiendo otorgar poderes, sustituirlos y aún revocarlos; […]. 
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TJA/2ªS/475/16, en donde se ordenó la destitución e inhabilitación del 
Presidente, la Síndica y diversos regidores, todos del Municipio actor; así 
como, la inscripción correspondiente de inhabilitación y destitución en el 
libro de Gobierno de la Dirección de Responsabilidades y Sanciones 
Administrativas ordenada en la referida resolución. 

 
En este sentido, se tiene a la parte actora designando delegados; 

señalando domicilio para oír y recibir notificaciones en esta ciudad; y por 
ofrecidas como pruebas las documentales que acompaña a su escrito, así como 
la instrumental de actuaciones, y la presuncional en su doble aspecto, legal y 
humano, las cuales se relacionarán en la audiencia de ofrecimiento y desahogo 
de pruebas y alegatos.  

 
Esto, con apoyo en los artículos 11, párrafo segundo12, 3113 y 32, párrafo 

primero14, de la mencionada Ley Reglamentaria de la Materia, así como 30515 del 
Código Federal de Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria, en términos 
del artículo 1 de la citada ley. 

 
Por otra parte, de conformidad con los artículos 10, fracción II16, de la Ley 

Reglamentaria de la Materia, en relación con el 116, fracción V17, de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y 109 bis18 de la 
Constitución Política del Estado de Morelos, se tienen como demandados en 

 
12 Artículo 11 de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos. […] 
En las controversias constitucionales no se admitirá ninguna forma diversa de representación a la prevista en el 
párrafo anterior; sin embargo, por medio de oficio podrán acreditarse delegados para que hagan promociones, 
concurran a las audiencias y en ellas rindan pruebas, formulen alegatos y promuevan los incidentes y recursos 
previstos en esta ley. [...]. 
13 Artículo 31 de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos. Las partes podrán ofrecer todo tipo de pruebas, excepto la de posiciones y aquellas que 
sean contrarias a derecho. En cualquier caso, corresponderá al ministro instructor desechar de plano aquellas pruebas 
que no guarden relación con la controversia o no influyan en la sentencia definitiva. 
14 Artículo 32 de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos. Las pruebas deberán ofrecerse y rendirse en la audiencia, excepto la documental que 
podrá presentarse con anterioridad, sin perjuicio de que se haga relación de ella en la propia audiencia y se tenga 
como recibida en ese acto, aunque no exista gestión expresa del interesado. […]. 
15 Artículo 305 del Código Federal de Procedimientos Civiles. Todos los litigantes, en el primer escrito o en la 
primera diligencia judicial en que intervengan, deben designar casa ubicada en la población en que tenga su sede el 
tribunal, para que se les hagan las notificaciones que deban ser personales. Igualmente deben señalar la casa en que 
ha de hacerse la primera notificación a la persona o personas contra quienes promuevan, o a las que les interese que 
se notifique, por la intervención que deban tener en el asunto. No es necesario señalar el domicilio de los funcionarios 
públicos. Estos siempre serán notificados en su residencia oficial. 
16 Artículo 10 de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos. Tendrán el carácter de parte en las controversias constitucionales: [...] 
II. Como demandado, la entidad, poder u órgano que hubiere emitido y promulgado la norma general o pronunciado el 
acto que sea objeto de la controversia. [...]. 
17 Artículo 116 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. El poder público de los estados se 
dividirá, para su ejercicio, en Ejecutivo, Legislativo y Judicial, y no podrán reunirse dos o más de estos poderes en una 
sola persona o corporación, ni depositarse el legislativo en un solo individuo. 
Los poderes de los Estados se organizarán conforme a la Constitución de cada uno de ellos, con sujeción a las 
siguientes normas: […] 
V. Las Constituciones y leyes de los Estados deberán instituir Tribunales de Justicia Administrativa, dotados de plena 
autonomía para dictar sus fallos y establecer su organización, funcionamiento, procedimientos y, en su caso, recursos 
contra sus resoluciones. Los Tribunales tendrán a su cargo dirimir las controversias que se susciten entre la 
administración pública local y municipal y los particulares; imponer, en los términos que disponga la ley, las sanciones 
a los servidores públicos locales y municipales por responsabilidad administrativa grave, y a los particulares que 
incurran en actos vinculados con faltas administrativas graves; así como fincar a los responsables el pago de las 
indemnizaciones y sanciones pecuniarias que deriven de los daños y perjuicios que afecten a la Hacienda Pública 
Estatal o Municipal o al patrimonio de los entes públicos locales o municipales. 
Para la investigación, substanciación y sanción de las responsabilidades administrativas de los miembros del Poder 
Judicial de los Estados, se observará lo previsto en las Constituciones respectivas, sin perjuicio de las atribuciones de 
las entidades de fiscalización sobre el manejo, la custodia y aplicación de recursos públicos; […]. 
18 Artículo 109-bis de la Constitución Política del Estado de Morelos. La justicia administrativa estatal se deposita 
en un Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Morelos; será la máxima autoridad en la materia, dotado de 
plena jurisdicción y autonomía para dictar sus fallos, y no estará adscrito al Poder Judicial. […] 
El Tribunal de Justicia Administrativa estará integrado por siete magistrados; funcionará en términos de lo dispuesto 
en las normas aplicables. […]. 
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este procedimiento constitucional al Poder Ejecutivo, así como 
al Tribunal de Justicia Administrativa, ambos del Estado de 
Morelos19, no así a la Secretaría de la Contraloría del 
Gobierno de la referida entidad, dado que no se trata de entidad, 
poder u órgano a que se refiere la fracción I del artículo 105 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; sino de 
una dependencia subordinada del Poder Ejecutivo del Estado. 
 

Esto último en términos del artículo 9, fracción X20, de la Ley 
Orgánica de la Administración Pública del Estado Libre y Soberano de Morelos, 
así como, en la jurisprudencia de rubro “LEGITIMACIÓN PASIVA EN 
CONTROVERSIAS CONSTITUCIONALES. CARECEN DE ELLA LOS 
ÓRGANOS SUBORDINADOS”21. 

 
Por tanto, se ordena emplazar a las autoridades demandadas con copia 

simple del escrito de demanda y sus anexos, para que presenten su 
contestación dentro del plazo de treinta días hábiles, contado a partir del 
siguiente al en que surta efectos la notificación del presente acuerdo, por 
conducto de los funcionarios que, en términos de las normas que lo rigen, estén 
facultados para representarlos, acompañando copia certificada de la documental 
que acredite el cargo que ostentan, y al hacerlo, señalen domicilio en esta 
ciudad para oír y recibir notificaciones; apercibidos que, de lo contrario, las 
subsecuentes se les harán por lista, hasta en tanto atiendan lo indicado. 
 

Lo anterior, de conformidad con los artículos 10, fracción II, y 26, párrafo 
primero, de la invocada Ley Reglamentaria, así como 305 del referido Código 
Federal de Procedimientos Civiles, y con apoyo en la tesis de rubro: 
“CONTROVERSIAS CONSTITUCIONALES. LAS PARTES ESTÁN OBLIGADAS 
A SEÑALAR DOMICILIO PARA OÍR Y RECIBIR NOTIFICACIONES EN EL 
LUGAR EN QUE TIENE SU SEDE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA 
NACIÓN (APLICACIÓN SUPLETORIA DEL ARTÍCULO 305 DEL CÓDIGO 
FEDERAL DE PROCEDIMIENTOS CIVILES A LA LEY REGLAMENTARIA DE 
LA MATERIA)”22. 

 
Además, a fin de integrar debidamente este expediente, con fundamento en 

el artículo 3523 de la citada normativa reglamentaria y la tesis de rubro: 
“CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL. EL MINISTRO INSTRUCTOR TIENE 
FACULTADES PARA DECRETAR PRUEBAS PARA MEJOR PROVEER”24, se 
requiere a ambas autoridades demandadas para que, al dar contestación a la 
demanda, envíen a este Alto Tribunal copias certificadas de las 
documentales relacionadas con los actos que se les impugnan 

 
19 Tesis P./J.15/2008, Jurisprudencia, Pleno, Novena Época, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo 
XXVII, febrero de dos mil ocho, página 1874, registro 170153. 
20 Artículo 9 de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado Libre y Soberano de Morelos. El 
Gobernador del Estado se auxiliará en el ejercicio de sus atribuciones, que comprenden el estudio, planeación y 
despacho de los asuntos de la Administración Pública Centralizada, de las siguientes Dependencias: […] 
X. La Secretaría de la Contraloría; […] 
21 Tesis 84/2000, Jurisprudencia, Pleno, Novena Época, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XII, 
agosto de dos mil, página 967, con número de registro 191294. 
22 Tesis IX/2000, Aislada, Pleno, Novena Época, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XI, marzo 
de dos mil, página 796, registro 192286. 
23 Artículo 35 de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos. En todo tiempo, el ministro instructor podrá decretar pruebas para mejor proveer, fijando 
al efecto fecha para su desahogo. Asimismo, el propio ministro podrá requerir a las partes para que proporcionen los 
informes o aclaraciones que estime necesarios para la mejor resolución del asunto.  
24 Tesis CX/95, Aislada, Pleno, Novena Época, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo II, noviembre 
de mil novecientos noventa y cinco, página 85, registro 200268. 
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respectivamente; apercibidos que, de no cumplir con lo anterior, se les aplicará 
una multa, en términos del artículo 59, fracción I25, del Código Federal de 
Procedimientos Civiles. 

 
Por otra parte, no ha lugar a tener como terceros interesados a las 

personas físicas que menciona, en virtud de que la controversia constitucional, 
por su propia naturaleza, constituye un juicio entre poderes, entes u órganos, 
precisados en la fracción I del artículo 105 de la Constitución General, sobre la 
posible invasión a la esfera de competencias o atribuciones afectada por otro 
ente, no así para dirimir conflictos entre personas. 

 
Por otro lado, dese vista a la Fiscalía General de la República para que, 

hasta antes de la celebración de la audiencia de ley, manifieste lo que a su 
representación corresponda; igualmente, a la Consejería Jurídica del Gobierno 
Federal, con la finalidad de que, sólo si considera que la materia del presente 
juicio trasciende a sus funciones constitucionales, manifieste lo que a su esfera 
competencial convenga, hasta antes de la celebración de la audiencia de ley. 

 
Ello, de conformidad con el artículo 10, fracción IV26, de la Ley 

Reglamentaria de la Materia, en relación con el diverso Segundo Transitorio27 del 
Decreto por el que se expide la Ley de la Fiscalía General de la República, 
publicado en el Diario Oficial de la Federación el veinte de mayo de dos mil 
veintiuno; así como el artículo Décimo Séptimo Transitorio28 del Decreto por el 
que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, en materia política-electoral, publicado 
en el Diario Oficial de la Federación el diez de febrero de dos mil catorce y con lo 
determinado por el Pleno de este Alto Tribunal en su sesión privada de once de 
marzo de dos mil diecinueve29. 

 
Asimismo, se hace del conocimiento de todas las partes, incluyendo al 

municipio actor que, a partir de la notificación de este proveído, todas las 
promociones dirigidas al expediente en que se actúa, podrán ser remitidas 
vía electrónica a través del Sistema Electrónico de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación (SESCJN), consultable en el sitio oficial de internet de este 

 
25 Artículo 59 del Código Federal de Procedimientos Civiles. Los tribunales, para hacer cumplir sus 
determinaciones, pueden emplear, a discreción, los siguientes medios de apremio:  
I. Multa hasta por la cantidad de ciento veinte días de salario mínimo general vigente en el Distrito Federal. […]. 
26 Artículo 10 de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos. Tendrán el carácter de parte en las controversias constitucionales: […] 
IV. El Procurador General de la República. […]. 
27 Artículo Segundo Transitorio del Decreto por el que se expide la Ley de la Fiscalía General de la República. 
Se abroga la Ley Orgánica de la Fiscalía General de la República. 
Todas las referencias normativas a la Procuraduría General de la República o del Procurador General de la República, 
se entenderán referidas a la Fiscalía General de la República o a su persona titular, respectivamente, en los términos 
de sus funciones constitucionales vigentes. 
28 Artículo Décimo Séptimo Transitorio del Decreto por el que se reforman, adicionan y derogan diversas 
disposiciones de la Constitución Federal. Una vez que entren en vigor las disposiciones de este Decreto referidas 
en el Transitorio anterior, se procederá de la siguiente forma: 
I. Los asuntos en los que la Procuraduría General de la República ejerza la representación de la Federación, así como 
aquellos en que haya ejercitado acciones de inconstitucionalidad en casos distintos a los previstos en el inciso i) de la 
fracción II, del artículo 105 de esta Constitución que se adiciona por virtud de este Decreto, que se encuentren en 
trámite a la entrada en vigor de las disposiciones a que se refiere el Transitorio anterior, deberán remitirse dentro de 
los veinte días hábiles siguientes a la dependencia del Ejecutivo Federal que realiza la función de Consejero Jurídico 
del Gobierno. […]. 
29 Comunicado a esta Sección de Trámite mediante oficio número SGA/MFEN/237/2019, de once de marzo de dos mil 
diecinueve, suscrito por el Secretario General de Acuerdos, en los términos siguientes: “Hago de su conocimiento que 
en sesión privada celebrada el día de hoy, el Tribunal Pleno determinó ‘Dar vista en los asuntos relativos a las 
controversias constitucionales, acciones de inconstitucionalidad, en los recursos deducidos de esos 
expedientes, además de los juicios sobre cumplimiento de los convenios de coordinación fiscal, tanto a la 
Fiscalía General de la República como al Consejero Jurídico del Gobierno Federal’.” 
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Alto Tribunal (www.scjn.gob.mx) en el enlace directo, o bien, en la 
siguiente liga o hipervínculo 
https://www.se.pjf.gob.mx/Account/Login?ReturnUrl=%2f. 

 
Lo anterior, debe hacerse por conducto del representante 

legal; proporcionando al efecto, la clave única de registro de 
población (CURP) correspondiente a la firma electrónica (FIREL) 
vigente, al certificado digital o e.firma, y podrán designar a las 
personas autorizadas para consultar el expediente electrónico y 

recibir notificaciones por esa vía, las cuales deberán reunir los requisitos ya 
citados; en términos de los artículos 1730, 2131, 2832, 29, párrafo primero33, 3434, y 
Cuarto35 Transitorio36 del Acuerdo General Plenario 8/2020. 

 
30 Acuerdo general Número 8/2020, de veintiuno de mayo de dos mil veinte, del Pleno de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, por el que se regula la integración de los expedientes impreso y electrónico en 
controversias constitucionales y en acciones de inconstitucionalidad, así como el uso del sistema electrónico 
de este alto tribunal para la promoción, trámite, consulta, resolución y notificaciones por vía electrónica en los 
expedientes respectivos. 
Artículo 17. Las partes podrán en todo momento, por vía impresa o electrónica, manifestar expresamente la solicitud 
para recibir notificaciones electrónicas. El proveído que acuerde favorablemente dicha solicitud se notificará por lista o 
por oficio según corresponda legalmente; en la inteligencia de que las siguientes determinaciones jurisdiccionales se 
notificarán a la parte respectiva por vía electrónica en tanto no revoque la referida solicitud. 
La referida solicitud únicamente podrá realizarse por las partes o por sus representantes legales, en términos de lo 
previsto en el artículo 11, párrafo primero, de la Ley Reglamentaria. 
31 Acuerdo general Número 8/2020, de veintiuno de mayo de dos mil veinte, del Pleno de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, por el que se regula la integración de los expedientes impreso y electrónico en 
controversias constitucionales y en acciones de inconstitucionalidad, así como el uso del sistema electrónico 
de este alto tribunal para la promoción, trámite, consulta, resolución y notificaciones por vía electrónica en los 
expedientes respectivos. 
Artículo 21. Si la solicitud se presenta por vía impresa, se acordará favorablemente si el solicitante tiene el carácter 
de parte dentro de la controversia constitucional o de la acción de inconstitucionalidad de que se trate y proporciona la 
Clave Única de Registro de Población correspondiente a la FIREL vigente o al certificado digital que hubiere utilizado 
su representante legal, de los referidos en el artículo 5 de este Acuerdo General. 
32 Acuerdo general Número 8/2020, de veintiuno de mayo de dos mil veinte, del Pleno de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, por el que se regula la integración de los expedientes impreso y electrónico en 
controversias constitucionales y en acciones de inconstitucionalidad, así como el uso del sistema electrónico 
de este alto tribunal para la promoción, trámite, consulta, resolución y notificaciones por vía electrónica en los 
expedientes respectivos. 
 Artículo 28. Atendiendo a lo establecido en el artículo 6o., párrafo primero, de la Ley Reglamentaria, las 
notificaciones electrónicas realizadas en los términos previstos en este Acuerdo General, surtirán sus efectos a partir 
del día siguiente al en que la parte por conducto de su representante legal, o cualquiera de las personas que hubiere 
autorizado para consultar el Expediente electrónico de que se trate, acceda a éste y se consulte el texto del acuerdo 
correspondiente, lo que dará lugar a la generación de la Constancia de notificación respectiva. 
33 Acuerdo general Número 8/2020, de veintiuno de mayo de dos mil veinte, del Pleno de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, por el que se regula la integración de los expedientes impreso y electrónico en 
controversias constitucionales y en acciones de inconstitucionalidad, así como el uso del sistema electrónico 
de este alto tribunal para la promoción, trámite, consulta, resolución y notificaciones por vía electrónica en los 
expedientes respectivos. 
Artículo 29. Dichas notificaciones también surtirán sus efectos, respecto de las partes que hayan manifestado 
expresamente recibirlas por vía electrónica, en el supuesto de que no hubieren consultado el acuerdo respectivo en el 
Expediente electrónico correspondiente, al día posterior a los dos días hábiles siguientes al en que se haya ingresado 
dicho proveído en ese expediente. […]. 
34 Acuerdo general Número 8/2020, de veintiuno de mayo de dos mil veinte, del Pleno de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, por el que se regula la integración de los expedientes impreso y electrónico en 
controversias constitucionales y en acciones de inconstitucionalidad, así como el uso del sistema electrónico 
de este alto tribunal para la promoción, trámite, consulta, resolución y notificaciones por vía electrónica en los 
expedientes respectivos. 
Artículo 34. A través del módulo de promociones electrónicas del Sistema Electrónico de la SCJN, mediante el uso de 
su FIREL o de certificado digital de los señalados en el artículo 5 de este Acuerdo General, las partes y los Órganos 
Auxiliares para el trámite de controversias constitucionales y acciones de inconstitucionalidad podrán remitir 
Documentos Electrónicos o digitalizados a los expedientes previamente formados. 
En el supuesto de las pruebas documentales que por su formato de presentación no se puedan digitalizar, su versión 
impresa quedará a la vista de las partes en las instalaciones de la SCJN, lo cual se hará constar en el Expediente 
electrónico. 
Si los datos del expediente al que se pretende remitir una promoción por el módulo de promociones electrónicas del 
Sistema Electrónico de la SCJN, consistentes en el número de aquél y en el nombre del actor, no coinciden con los 
registrados, la promoción de que se trate no podrá ser enviada por el módulo respectivo. 
En este módulo también podrá solicitarse por el respectivo mecanismo automatizado, la recepción de notificaciones 
electrónicas o la revocación de dicha solicitud. 
35 Cuarto. En el acuerdo por el cual se emplace o se dé vista a la partes con la promoción de una controversia 
constitucional o de una acción de inconstitucionalidad, el Ministro instructor las requerirá para que den contestación 
 

 
 
 
 
 



 

CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL 101/2021 

10 

 
En cuanto a la solicitud de suspensión formulada por la promovente, 

fórmese los expedientes físico y electrónico del cuaderno incidental 
respectivos, con copia certificada del escrito de demanda y sus anexos. 

 
Con fundamento en el artículo 28737 del citado Código Federal de 

Procedimientos Civiles, hágase la certificación de los días en que transcurre el 
plazo otorgado a las autoridades demandadas. 

 
Por la naturaleza e importancia de este procedimiento constitucional, con 

apoyo en el artículo 28238 del referido Código Federal de Procedimientos Civiles, 
de aplicación supletoria, en términos del artículo 1 de la mencionada Ley 
Reglamentaria, se habilitan los días y horas que se requieran para llevar a cabo 
la notificación de este proveído. 
 

Finalmente, agréguese al expediente, para que surta efectos legales, la 
impresión de la evidencia criptográfica de este proveído, en términos del 
Considerando Segundo39, artículos 140 y 941, del Acuerdo General Plenario 
8/2020. 
 

 

por vía electrónica a través del Sistema Electrónico de la SCJN, mediante el uso de la FIREL o e.firma, y que designen 
a las personas autorizadas para consultar el Expediente electrónico, haciendo de su conocimiento que las 
notificaciones se realizarán sólo por vía electrónica mientras no se reanuden las actividades jurisdiccionales de la 
SCJN. 
36 Quinto. En caso de que no sea posible emplazar a la parte demandada o dar vista a las demás partes en una 
controversia constitucional o dar vista a los órganos legislativos que hubieren emitido la norma en una acción de 
inconstitucionalidad, o cuando éstos no cuenten con FIREL o manifiesten no contar con e.firma, la tramitación se 
suspenderá hasta en tanto se reanuden las actividades jurisdiccionales de la SCJN. 
37 Artículo 287 del Código Federal de Procedimientos Civiles. En los autos se asentará razón del día en que 
comienza a correr un término y del en que deba concluir. La constancia deberá asentarse precisamente el día en que 
surta sus efectos la notificación de la resolución en que se conceda o mande abrir el término. Lo mismo se hará en el 
caso del artículo anterior. 
La falta de la razón no surte más efectos que los de la responsabilidad del omiso. 
38 Artículo 282 del Código Federal de Procedimientos Civiles. El tribunal puede habilitar los días y horas inhábiles, 
cuando hubiere causa urgente que lo exija, expresando cual sea ésta y las diligencias que hayan de practicarse. 
39 Acuerdo general Número 8/2020, de veintiuno de mayo de dos mil veinte, del Pleno de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, por el que se regula la integración de los expedientes impreso y electrónico en 
controversias constitucionales y en acciones de inconstitucionalidad, así como el uso del sistema electrónico 
de este alto tribunal para la promoción, trámite, consulta, resolución y notificaciones por vía electrónica en los 
expedientes respectivos. 
Segundo. La emergencia sanitaria generada por la epidemia del virus SARS-CoV2 (COVID-19), decretada por 
acuerdo publicado en el Diario Oficial de la Federación del treinta de marzo de dos mil veinte, ha puesto en evidencia 
la necesidad de adoptar medidas que permitan, por un lado, dar continuidad al servicio esencial de impartición de 
justicia y control constitucional a cargo de la Suprema Corte de la Justicia de la Nación y, por otro, acatar las medidas 
de prevención y sana distancia, tanto para hacer frente a la presente contingencia, como a otras que en el futuro 
pudieran suscitarse, a través del uso de las tecnologías de la información y de herramientas jurídicas ya existentes, 
como es la Firma Electrónica Certificada del Poder Judicial de la Federación (FIREL), y 
40 Acuerdo general Número 8/2020, de veintiuno de mayo de dos mil veinte, del Pleno de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, por el que se regula la integración de los expedientes impreso y electrónico en 
controversias constitucionales y en acciones de inconstitucionalidad, así como el uso del sistema electrónico 
de este alto tribunal para la promoción, trámite, consulta, resolución y notificaciones por vía electrónica en los 
expedientes respectivos. 
Artículo 1. El presente Acuerdo General tiene por objeto regular la integración de los expedientes impreso y 
electrónico en controversias constitucionales y en acciones de inconstitucionalidad, así como en los recursos e 
incidentes interpuestos dentro de esos medios de control de la constitucionalidad; el uso del Sistema Electrónico de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación para la promoción, trámite, consulta, resolución y notificaciones por vía 
electrónica en los expedientes respectivos y la celebración de audiencias y comparecencias a distancia. 
41 Acuerdo general Número 8/2020, de veintiuno de mayo de dos mil veinte, del Pleno de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, por el que se regula la integración de los expedientes impreso y electrónico en 
controversias constitucionales y en acciones de inconstitucionalidad, así como el uso del sistema electrónico 
de este alto tribunal para la promoción, trámite, consulta, resolución y notificaciones por vía electrónica en los 
expedientes respectivos. 
Artículo 9. Los acuerdos y las diversas resoluciones se podrán generar electrónicamente con FIREL del Ministro 
Presidente o del Ministro instructor, según corresponda, así como del secretario respectivo; sin menoscabo de que 
puedan firmarse de manera autógrafa y, una vez digitalizados, se integren al expediente respectivo con el uso de la 
FIREL. 
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Notifíquese; por lista, por oficio y en sus residencias 
oficiales, al Poder Ejecutivo, así como al Tribunal de Justicia 
Administrativa, ambos del Estado de Morelos, además mediante 
MINTERSCJN regulado en el Acuerdo General Plenario 12/2014, 
a la Fiscalía General de la República.  
 

A efecto de notificar a las citadas autoridades, remítase la 
versión digitalizada del presente acuerdo, así como del escrito de 
demanda y sus anexos, a la Oficina de Correspondencia 

Común de los Juzgados de Distrito en el Estado de Morelos, con residencia 
en Cuernavaca, por conducto del MINTERSCJN, regulado en el Acuerdo General 
Plenario 12/2014, a fin de que genere la boleta de turno que le corresponda y 
lo envíe al órgano jurisdiccional en turno, a efecto de que, de conformidad con 
lo dispuesto en los artículos 15742 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la 
Federación, así como 4, párrafo primero43, y 544 de la Ley Reglamentaria de la 
Materia, lleve a cabo la diligencia de notificación por oficio al Poder Ejecutivo, así 
como al Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Morelos, en sus 
residencias oficiales, de lo ya indicado. 

 
Lo anterior, en la inteligencia de que, para los efectos de lo previsto en los 

artículos 29845 y 29946 del Código Federal de Procedimientos Civiles, de 
aplicación supletoria, de conformidad con el artículo 1 de la referida Ley 
Reglamentaria de la Materia, la copia digitalizada de este proveído, en la que 
conste la evidencia criptográfica de la firma electrónica del servidor público 
responsable de su remisión por el MINTERSCJN, hace las veces del despacho 
número 840/2021, en términos del artículo 14, párrafo primero47, del citado 
Acuerdo General Plenario 12/2014, por lo que se requiere al órgano jurisdiccional 
respectivo, a fin de que, en auxilio de las labores de este Alto Tribunal, a la 
brevedad posible, lo devuelva debidamente diligenciado por esa misma vía, 

 
42 Artículo 157 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación. Las diligencias que deban practicarse fuera 
de las oficinas de la Suprema Corte de Justicia o del Consejo de la Judicatura Federal se llevarán a cabo por el 
ministro, consejero, secretario, actuario o juez de distrito que al efecto comisione el órgano que conozca del asunto 
que las motive. 
43 Artículo 4 de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos. Las resoluciones deberán notificarse al día siguiente al en que se hubiesen 
pronunciado, mediante publicación en lista y por oficio entregado en el domicilio de las partes, por conducto del 
actuario o mediante correo en pieza certificada con acuse de recibo. En casos urgentes, podrá ordenarse que la 
notificación se haga por vía telegráfica. […]. 
44 Artículo 5 de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos. Las partes estarán obligadas a recibir los oficios de notificación que se les dirijan a sus 
oficinas, domicilio o lugar en que se encuentren. En caso de que las notificaciones se hagan por conducto de actuario, 
se hará constar el nombre de la persona con quien se entienda la diligencia y si se negare a firmar el acta o a recibir el 
oficio, la notificación se tendrá por legalmente hecha. 
45 Artículo 298 del Código Federal de Procedimientos Civiles. Las diligencias que no puedan practicarse en el 
lugar de la residencia del tribunal en que se siga el juicio, deberán encomendarse al Juez de Distrito o de Primera 
Instancia para asuntos de mayor cuantía del lugar en que deban practicarse. 
Si el tribunal requerido no puede practicar, en el lugar de su residencia, todas las diligencias, encomendará, a su vez, 
al juez local correspondiente, dentro de su jurisdicción, la práctica de las que allí deban tener lugar. 
La Suprema Corte de Justicia puede encomendar la práctica de toda clase de diligencias a cualquier autoridad judicial 
de la República, autorizándola para dictar las resoluciones que sean necesarias para la cumplimentación. 
46 Artículo 299 del Código Federal de Procedimientos Civiles. Los exhortos y despachos se expedirán el siguiente 
día al en que cause estado el acuerdo que los prevenga, a menos de determinación judicial en contrario, sin que, en 
ningún caso, el término fijado pueda exceder de diez días. 
47 Artículo 14 del Acuerdo General Plenario 12/2014. Los envíos de información realizados por conducto de este 
submódulo del MINTERSCJN deberán firmarse electrónicamente, en la inteligencia de que en términos de lo previsto 
en el artículo 12, inciso g), del AGC 1/2013, si se trata de acuerdos, actas o razones emitidas o generadas con la 
participación de uno o más servidores públicos de la SCJN o del respectivo órgano jurisdiccional del PJF, si se 
ingresan en documento digitalizado cuyo original contenga las firmas de éstos, bastará que la FIREL que se utilice 
para su transmisión por el MINTERSCJN, sea la del servidor público responsable de remitir dicha información; en la 
inteligencia de que en la evidencia criptográfica respectiva, deberá precisarse que el documento digitalizado es copia 
fiel de su versión impresa, la cual corresponde a su original. […]. 
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acompañando las constancias de notificación y la razones actuariales 
respectivas. 

 
Por lo que hace a la notificación de la Fiscalía General de la República, 

remítase la versión digitalizada del presente acuerdo, así como del escrito 
de demanda y sus anexos, por conducto del MINTERSCJN, regulado en el 
Acuerdo General Plenario 12/2014; a efecto de que, con apoyo en lo dispuesto 
en los artículos 4, primero, y 5 de la Ley Reglamentaria de la Materia, se lleve a 
cabo la diligencia de notificación a la referida autoridad, en su residencia oficial, 
de lo ya indicado; en la inteligencia de que la copia digitalizada de este proveído, 
en la que conste la evidencia criptográfica de la firma electrónica del servidor 
público responsable de su remisión por el MINTERSCJN, hace las veces del 
oficio 6698/2021, por lo que dicha notificación se tendrá por realizada una vez 
que se haya generado el acuse de envío respectivo en el sistema electrónico de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación. 

 
Lo proveyó y firma el Ministro instructor Luis María Aguilar Morales, 

quien actúa con la Maestra Carmina Cortés Rodríguez, Secretaria de la Sección 
de Trámite de Controversias Constitucionales y de Acciones de 
Inconstitucionalidad de la Subsecretaría General de Acuerdos de este Alto 
Tribunal, que da fe. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

Esta hoja forma parte del acuerdo de treinta de agosto de dos mil veintiuno, dictado por el 
Ministro instructor Luis María Aguilar Morales, en la controversia constitucional 101/2021, 
promovida por el Municipio de Puente de Ixtla, Estado de Morelos. Conste. 
JOG/DAHM 
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Evidencia criptográfica · Firma electrónica certificada 
Nombre del documento firmado: Acuerdo.doc 
Identificador de proceso de firma: 78604 

AC de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 

Evidencia criptográfica 

Firmante Nombre LUIS MARIA AGUILAR MORALES Estado del 
certificado OK Vigente 

CURP AUML491104HDFGRS08 

Firma 

Serie del certificado del firmante 706a6673636a6e000000000000000000000019d2 Revocación OK No revocado 

Fecha (UTC / Ciudad de México) 02/09/2021T19:38:21Z / 02/09/2021T14:38:21-05:00 Estatus firma OK Valida 
Algoritmo SHA256/RSA_ENCRYPTION 
Cadena de firma 
30 6c c9 9e c2 af 04 0e a2 26 9c 02 cd 77 8e c7 f6 f8 fa 32 2b 81 8c 01 b4 74 04 f3 d2 43 c5 14 db 0d 58 03 d3 ea d8 ff e1 c3 82 7c 7c f6 
2b 58 fb ef 59 c8 7b b8 68 6c 5f d2 8f 6b 3d 87 6c db 24 ee 88 40 78 fa bc 1e 6b 89 ef d3 f5 df 02 4c 72 d5 c4 7b c2 48 fd b0 64 6c eb 88 
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48 7f 56 d7 6a d4 04 0f 73 c3 08 3f 1b d0 a9 0c 7a 03 08 bc 3d 4f a2 5f 05 c2 9b ff 4f ac bd fa 35 51 df 46 ec be fe ee 6b 73 80 64 97 f9 c6 
db 31 df 6a 6c 4b 7b 5c 96 8d c9 d3 5f 92 a2 e6 b8 03 da 1f ef 38 a1 cc 66 55 a0 cf f2 01 a2 6f 2c 3c e4 90 a1 c8 62 7b 05 f6 f2 e0 c3 03 fe 
0a 2d c9 85 1d 78 c3 d1 ef ee 5c b3 d2 a9 ac 69 23 90 b6 fc 3e 5e 9f ab 

Validación 
OCSP 

Fecha (UTC / Ciudad de México) 02/09/2021T19:38:21Z / 02/09/2021T14:38:21-05:00 
Nombre del emisor de la respuesta OCSP OCSP de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
Emisor del certificado de OCSP AC de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
Número de serie del certificado OCSP 706a6673636a6e000000000000000000000019d2 

Estampa TSP 

Fecha (UTC / Ciudad de México) 02/09/2021T19:38:21Z / 02/09/2021T14:38:21-05:00 
Nombre del emisor de la respuesta TSP TSP FIREL de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
Emisor del certificado TSP AC de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
Identificador de la secuencia 4067061 
Datos estampillados 440F5C7D961C3CA425AFC0314373B2E5B79639F9780ED949E4FCF3E42B7CE062 

  

Firmante Nombre CARMINA CORTES RODRIGUEZ Estado del 
certificado OK Vigente 

CURP CORC710405MDFRDR08 

Firma 

Serie del certificado del firmante 706a6673636a6e00000000000000000000001b62 Revocación OK No revocado 

Fecha (UTC / Ciudad de México) 02/09/2021T19:09:33Z / 02/09/2021T14:09:33-05:00 Estatus firma OK Valida 
Algoritmo SHA256/RSA_ENCRYPTION 
Cadena de firma 
3d 75 b5 d1 82 b9 cf 5c 7d 8a d3 b5 1d f7 aa 4d 96 53 ea 45 98 59 11 03 ff 3f 1b 59 10 f3 ed 63 fc 99 dc 7a 48 fd 5e 15 b3 64 9d 15 46 ea 
83 27 10 b9 7b 23 d9 ad 29 54 50 19 c8 7e e7 0e cc 01 57 3c 79 0f 82 33 8b 86 50 67 75 78 33 2a 8a f9 7b 7f 19 59 40 c6 26 06 0d 22 6d 
c0 b1 ad a2 4c cb 30 7d b2 97 21 df c1 ac 1f 64 a3 bf 36 d0 aa 5c dd 1d 82 ae c0 88 57 e5 72 6f ca 9e 93 10 ef 99 43 71 fe e3 b0 21 71 87 
47 de 97 05 f5 0b e0 cc 81 8a 56 c4 53 f1 16 b3 36 da a2 e0 22 92 65 82 f8 46 53 4a 73 83 d0 5e 5b 6b 0f fa 23 a6 92 8c 0b 54 72 34 ca 20 
10 43 94 82 d6 5a 0c 82 f7 53 d4 ef 28 c2 68 e8 d3 41 28 33 f2 c2 80 09 e1 82 91 e4 7a 11 53 98 4e 6c d1 22 6f 55 8c 6a 44 50 ef d3 4e c5 
f5 7f 8a 07 dc 72 4b ca 13 76 cf b4 83 23 2f 5c f2 1e fd 2c 02 a5 8d 1f f3 14 fd 

Validación 
OCSP 

Fecha (UTC / Ciudad de México) 02/09/2021T19:09:33Z / 02/09/2021T14:09:33-05:00 
Nombre del emisor de la respuesta OCSP OCSP de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
Emisor del certificado de OCSP AC de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
Número de serie del certificado OCSP 706a6673636a6e00000000000000000000001b62 

Estampa TSP 

Fecha (UTC / Ciudad de México) 02/09/2021T19:09:33Z / 02/09/2021T14:09:33-05:00 
Nombre del emisor de la respuesta TSP TSP FIREL de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
Emisor del certificado TSP AC de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
Identificador de la secuencia 4066884 
Datos estampillados 5F55D7D9839A8D201FE681827013F46C39393EE80F5A1F2B04F186C481249FD6 

 

 
 
 
 
 




